Radicación: 66001-22-04-000-2021-00016

Titular: Darwin Garzón Ocampo  
Accionado: Juzgado 2º de EPMS

Decisión: Concede

El siguiente es el documento presentado por el Magistrado Ponente que sirvió de base para proferir la providencia dentro del presente proceso.  El contenido total y fiel de la decisión debe ser verificado en la respectiva Secretaría.

TEMAS:
DERECHO AL ACCESO A LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA / SOLICITUD DE LIBERTAD / VULNERACIÓN POR EL CENTRO CARCELARIO, QUE NO REMITIÓ AL JUZGADO LA INFORMACIÓN NECESARIA PARA PODER DECIDIR.
El artículo 229 de la Constitución Política consagra el derecho que tienen todas las personas colombianas de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. Ahora bien, la activación del aparato judicial implica que los trámites y actuaciones se lleven con estricta sujeción a los términos y procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto. Al respecto ha dicho la Corte:

“… el derecho a acceder a la justicia tiene una significación múltiple y compleja. De manera reiterada, ha sostenido esta Corte, que el derecho a acceder a la justicia es un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del núcleo esencial del debido proceso”. (…)
En el asunto puesto en conocimiento de esta instancia judicial, el señor Darwin Garzón Ocampo solicita por intermedio de su apoderado que se ordene al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira tomar una decisión definitiva con respecto a una solicitud de libertad condicional que elevara desde el mes de noviembre del año anterior. 

En el desarrollo de la actuación, la Sala pudo constatar que dicha petición se recibió en el aludido Despacho el 23 de noviembre de 2020, sin que hasta ahora se le haya dado una respuesta de fondo… 

… es claro que lo primero que hizo el Despacho al recibir esa petición fue oficiar a la Cárcel de Varones de Pereira para que allegara la información que resulta imprescindible para poder dar solución a lo pedido por el sentenciado…

En ese orden de ideas, se infiere que en el presente asunto se está ante una vulneración al derecho fundamental al acceso a la administración de justicia del accionante, pero tal situación no resulta atribuibles al Juzgado, quien sí dio trámite inicial a lo pedido, sino al Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, quien desde noviembre del año anterior viene pretermitiendo la entrega de una información sin la cual el Despacho que vigila la ejecución de la pena del privado de la libertad no puede decidir de fondo acerca de lo pedido.
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ASUNTO:
Procede la Colegiatura a resolver lo que en derecho corresponda, con motivo de la acción de tutela instaurada por parte del profesional del derecho Óscar David Sanmiguel López, apoderado judicial del señor DARWIN GARZÓN OCAMPO, en contra del JUZGADO 2º DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA.
SINOPSIS DE LOS ANTECEDENTES FÁCTICOS:
Se extrae de la narración del accionante que el señor Darwin Garzón Ocampo se encuentra privado de la libertad en la Cárcel de Varones de la ciudad, tras la imposición de una pena de 48 meses que viene descontando desde el 6 de junio de 2019, cuya ejecución es vigilada por el Despacho 2º Ejecutor, Juzgado ante el cual elevó una solicitud de libertad condicional, pero no ha recibido respuesta alguna. 
Acorde con lo anterior, el accionante pidió el amparo de los derechos fundamentales a la dignidad humana, acceso a la administración de justicia y resocialización de los cuales sería titular el señor Darwin Garzón Ocampo, y como consecuencia de ello, se le ordene al Despacho accionado que se pronuncie de fondo frente a la solicitud de libertad condicional. 
ANTECEDENTES PROCESALES:
- El Despacho sustanciador admitió la presente actuación mediante auto, y en él ordenó correr traslado de la demanda al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira y al INPEC. 
- Dentro del término de traslado, el titular del Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, informó que el día 23 de noviembre de 2020 recibió mediante correo electrónico una solicitud de libertad condicional deprecada por el sentenciado Darwin Garzón. Así las cosas, mediante auto del día siguiente, notificado el 25 del mismo mes y año, se ofició al Establecimiento Carcelario de Pereira que enviara certificado de cómputos de trabajo, estudio y enseñanza, así como la cartilla biográfica y la calificación actualizada de la conducta del privado de la libertad, requerimiento que se envió por segunda vez el 27 de enero de 2021 sin haber recibido respuesta. 
Por su parte, el Director de la Cárcel de Varones de Pereira, refirió que el día 18 de noviembre de 2020 el señor Darwin Garzón allegó una petición dirigida al Juzgado 3º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, la cual se le remitió a esa Célula Judicial el 20 de noviembre de 2020, sin que hasta el día 27 de enero de 2021 hubiera recibido solicitud del Despacho pidiendo algún tipo de información relacionada con el sentenciado.  
CONSIDERACIONES DE LA SALA:

1. Competencia:  

La Colegiatura se encuentra funcionalmente habilitada para decidir en primera instancia la presente acción, de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 37 del Decreto 2591 de 1991 y 2.2.3.1.2.1 del Decreto 1069 de 2015, modificado por el artículo 1º del Decreto 1983 de 2017.

2. Problema jurídico: 

Le corresponde a esta Corporación establecer si el Despacho accionado vulneró los derechos fundamentales del señor Diego Armando Sierra Beltrán, por no adelantar de manera oportuna y eficaz los trámites necesarios para adoptar una decisión de fondo con respecto a su solicitud de libertad condicional. 

3. Solución: 

La acción de tutela consagrada en el artículo 86 Superior, reglamentada por el Decreto Ley 2591 de 1991, es el mecanismo judicial desarrollado para brindar a los ciudadanos colombianos la posibilidad de acudir sin mayores requerimientos a la protección directa e inmediata de los derechos fundamentales transgredidos por la acción o la omisión de las autoridades públicas, o de los particulares en los casos expresamente consagrados en la ley, lográndose así que se cumpla uno de los fines del Estado, cual es garantizar la efectividad de los principios, derechos y deberes consagrados en la Constitución.

Como quiera que el problema jurídico del presente asunto, en últimas, se concentra en la presunta falta de respuesta por parte del Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, con respecto a una solicitud de libertad condicional deprecada por el señor Darwin Garzón, la Sala considera que dicho reproche está relacionado con el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia; veamos: 

El artículo 229 de la Constitución Política consagra el derecho que tienen todas las personas colombianas de acceder en condiciones de igualdad a la administración de justicia (órganos de investigación, jueces y tribunales), bien sea para reclamar la protección y restablecimiento de sus derechos o para buscar la integridad del orden jurídico nacional. Ahora bien, la activación del aparato judicial implica que los trámites y actuaciones se lleven con estricta sujeción a los términos y procedimientos previamente establecidos y según las normas de derecho aplicables al caso en concreto. Al respecto ha dicho la Corte:

“… el derecho a acceder a la justicia tiene una significación múltiple y compleja. De manera reiterada, ha sostenido esta Corte, que el derecho a acceder a la justicia es un pilar fundamental del Estado Social de Derecho y un derecho fundamental de aplicación inmediata, que forma parte del núcleo esencial del debido proceso.
 
En cuanto a lo primero, el derecho a acceder a la justicia contribuye de manera decidida a la realización material de los fines esenciales e inmediatos del Estado tales como los de garantizar un orden político, económico y social justo, promover la convivencia pacífica, velar por el respeto a la legalidad y a la dignidad humana y asegurar la protección de los asociados en su vida, honra, bienes, creencias y demás derechos y libertades públicas.
 
En cuanto a lo segundo, atendiendo a su importancia política, la jurisprudencia constitucional le ha reconocido al acceso a la administración de justicia el carácter de derecho fundamental de aplicación inmediata, integrándolo a su vez con el núcleo esencial del derecho al debido proceso, y relacionándolo con otros valores constitucionales como la dignidad, la igualdad y la libertad. Por virtud de tal vinculación, el acceso a la administración de justicia adquiere un amplio y complejo marco jurídico de aplicación que compromete los siguientes ámbitos:  (i) el derecho a que subsistan en el orden jurídico una gama amplia y suficiente de mecanismos judiciales -acciones y recursos- para la efectiva resolución de los conflictos; (ii) el derecho de acción o de promoción de la actividad jurisdiccional, el cual se concreta en la posibilidad que tiene todo sujeto de ser parte en un proceso y de utilizar los instrumentos que allí se proporcionan para plantear sus pretensiones al Estado, sea en defensa del orden jurídico o de sus intereses particulares; (iii) el derecho a que la promoción de la actividad jurisdiccional concluya con una decisión de fondo en torno a las pretensiones que han sido planteadas, y que ella se produzca dentro de un plazo razonable; (iv) el derecho a que existan procedimientos adecuados, idóneos y efectivos para la definición de las pretensiones y excepciones debatidas; (iv) el derecho a que los procesos se desarrollen en un término razonable, sin dilaciones injustificadas y con observancia de las garantías propias del debido proceso. (…)” 

Del caso concreto:

En el asunto puesto en conocimiento de esta instancia judicial, el señor Darwin Garzón Ocampo solicita por intermedio de su apoderado que se ordene al Juzgado 2º de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira tomar una decisión definitiva con respecto a una solicitud de libertad condicional que elevara desde el mes de noviembre del año anterior. 

En el desarrollo de la actuación, la Sala pudo constatar que dicha petición se recibió en el aludido Despacho el 23 de noviembre de 2020, sin que hasta ahora se le haya dado una respuesta de fondo al respecto, dado que esa Célula Judicial no cuenta con toda la información necesaria para resolver lo solicitado. 
De igual manera, es claro que lo primero que hizo el Despacho al recibir esa petición fue oficiar a la Cárcel de Varones de Pereira para que allegara la información que resulta imprescindible para poder dar solución a lo pedido por el sentenciado; es de anotar que la Colegiatura cuenta con prueba del envío del requerimiento que en tal sentido se le hiciera al Establecimiento, lo que demuestra que no es cierto lo dicho por el Director de este último, al afirmar que nunca recibió solicitud del Despacho pidiendo algún tipo de información relacionada con el sentenciado.  

En ese orden de ideas, se infiere que en el presente asunto se está ante una vulneración al derecho fundamental al acceso a la administración de justicia del accionante, pero tal situación no resulta atribuibles al Juzgado, quien sí dio trámite inicial a lo pedido, sino al Director del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, quien desde noviembre del año anterior viene pretermitiendo la entrega de una información sin la cual el Despacho que vigila la ejecución de la pena del privado de la libertad no puede decidir de fondo acerca de lo pedido.

Acorde con lo anterior, lo pertinente será conceder la solicitud de amparo invocada; y teniendo en cuenta que el Director de la Cárcel de Varones de Pereira no suministró en este asunto ningún tipo de explicación del por qué no le ha aportado al Despacho de Ejecución de Penas la información reclamada, que valga decirse, no es de mayor complejidad, y dado que esa información es necesaria para poder tomar una decisión, la Sala considera que es necesario ordenarle que en el improrrogable término de 48 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, remita con destino al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira la información solicitada el 25 de noviembre de 2020, reiterada el 27 de enero hogaño.  

Así mismo, se exhortará al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira para que, en la mayor brevedad posible, tome una decisión de fondo con respecto a la solicitud de libertad condicional deprecada por el accionante. 

Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE:

PRIMERO: TUTELAR el derecho fundamental al acceso a la administración de justicia del señor DARWIN GARZÓN OCAMPO, de acuerdo con las razones expuestas en la parte motiva de la presente decisión. 

SEGUNDO: ORDENAR al DIRECTOR DE LA CÁRCEL DE VARONES DE PEREIRA que, en el improrrogable término de 48 horas hábiles, contadas a partir de la notificación de la presente decisión, remita con destino al Juzgado Segundo de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira la información solicitada respecto del titular de los derechos el 25 de noviembre de 2020, reiterada el 27 de enero hogaño.  

TERCERO: EXHORTAR al JUZGADO SEGUNDO DE EJECUCIÓN DE PENAS Y MEDIDAS DE SEGURIDAD DE PEREIRA para que, en la mayor brevedad posible, tome una decisión de fondo con respecto a la solicitud de libertad condicional deprecada por el accionante. 

CUARTO: Se ordena notificar esta providencia a las partes por el medio más expedito posible, de conformidad con el artículo 30 del Decreto 2591 de 1991. En caso de no ser objeto de recurso se ordena remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.
MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

Ausencia justificada
JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

LUZ STELLA RAMÍREZ GUTIÉRREZ
Magistrada
� Sentencia C-591 de 2014 MP:  Dr. Luis Ernesto Vargas Silva
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